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TEMAS:
DEBIDO PROCESO / INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA PARA VICTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO / PROCEDENCIA DE LA TUTELA PARA ORDENA SU PAGO NO OBSTANTE EL CARÁCTER SUBSIDIARIO DE LA MISMA. 
Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio mientras la justicia decide.

No obstante, el carácter residual de éste mecanismo de protección especial, de siempre ha reconocido la Corte Constitucional la situación de extrema vulnerabilidad y desprotección que afrontan las personas que han sufrido desplazamiento forzado como consecuencia del conflicto armado, razón por la cual ha reconocido en ellas la condición de sujetos de especial protección y en virtud de ello ha considerado procedente la acción de tutela para amparar los derechos de éste golpeado sector de la población. (…)
… resulta evidente que la entidad accionada no sólo vulneró el debido proceso como derecho fundamental y como principio general de la Ley 1448 de 2011, afectando de paso el derecho que tiene todas las víctimas a recibir “información sobre las rutas y los medios de acceso a las medidas” establecidas en dicha normatividad, tal como lo prevé el numeral 10 del artículo 28 ibídem.  

En ese orden de ideas, se revocará la decisión impugnada y en su lugar se amparará el derecho al debido proceso que le asiste el señor John Jader Guarumo Quebrada y como consecuencia se ordenará a Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas… que en el término improrrogable de treinta (30) días proceda a cancelarle el monto reconocido a título de indemnización administrativa…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cuatro de febrero de dos mil diecinueve
Acta N° 0         4º de febrero de de 2019
Procede la Sala Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a decidir la impugnación formulada por el señor John Jader Guarumo Quebrada contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito el día 10 de diciembre de 2018, dentro de la acción de tutela que le promueve a la UNIDAD PARA LA ATENCIÓN Y REPARACION INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Informa el señor John Jader Guarumo Quebrada que la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas –UARIV-, desde el año 2005 le reconoció a él y a su grupo familiar la condición de víctimas por el desplazamiento; que adelantó todos los trámites necesarios para acceder a la indemnización por la vía administrativa, pero por espacio de 10 años la entidad no dio respuesta a su solicitud razón por la cual debió impetrar acción de tutela que correspondió por reparto al Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con función de conocimiento; que durante el respectivo trámite la UARIV señaló que el día 16 de marzo atendería su petición de reparación, pero les adelantó las recomendaciones para un buen manejo de los recursos.

Refiere que siempre estuvo pendiente del desembolso pero este dinero no les fue consignado; no obstante, luego de solicitar información con insistencia, el señor Gustavo Ayala, asesor de la Unidad de Víctimas, le informó que el giro fue devuelto debido a la inclusión de un nuevo integrante a su grupo familiar, afirmación que no corresponde a la realidad y por esa razón el día 5 de octubre de 2018 radicó un nuevo derecho de petición solicitado una respuesta de fondo en torno al pago de la indemnización.

En respuesta, la entidad señaló que los recursos habían sido devueltos porque no fueron cobrados, cuando en realidad nunca le fue notificado el desembolso a pesar de requerir con insistencia información al respecto.
Sostiene que el dinero que reclaman es necesario para restablecer los cultivos abandonados en sus propiedades por cuenta del desplazamiento y así volver a ser la familia prospera que brindó oportunidades de empleo en la región.

Es por todo lo anterior que solicita la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la vivienda digna y como consecuencia se ordene a la entidad accionada realice el pago y desembolso inmediato de la indemnización administrativa a la que tienen derecho su grupo familiar en condición de desplazados por la violencia.
TRÁMITE IMPARTIDO

La acción de tutela correspondió por reparto al Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de esta ciudad, el cual luego de admitirla corrió traslado por dos (2) días a la accionada a efectos de que ejerciera su derecho de defensa y ordenó oficiar al Banco Agrario para que informara si en esa entidad fue consignada indemnización administrativa a favor del señor John Jader Guarumo Quebrada.
Durante el referido término la entidad accionada guardó silencio.  El banco requerido a su turno, informó que el sistema no le reporta pagos pendientes a favor del accionante, aportando como prueba el pantallazo que evidencia un único cobro por $400.000, correspondiente al programa “Jóvenes en Acción”.
Mediante providencia de fecha 10 de diciembre del año 2018 el juzgado de conocimiento negó la protección reclamada al verificar que ningún derecho fundamental le ha sido vulnerado al señor Guarumo Quebrada; no obstante se previno a la directora Técnica de Reparación de la UARIV para que informara al actor las actuaciones que debe realizar para el cobro de la indemnización administrativa.
Inconforme con lo la decisión el accionante la impugnó insistiendo en la vulneración de sus derechos fundamentales por parte de la UARIV, en tanto que omitió notificar que el dinero reconocido a título de reparación por su condición de desplazado, la cual comparte con su grupo familiar, fue consignada en el Banco Agrario de Colombia, que  la postre terminó devuelta por falta de reclamación.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

El asunto bajo análisis plantea a la Sala el siguiente lo problema jurídico:

¿Debe ordenarse a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas el pago inmediato de la indemnización administrativa reconocida al grupo familiar de la accionante?
Para resolver el interrogante planteado es necesario tener en cuenta las siguientes consideraciones.

1. PROCEDENCIA DE LA ACCION DE TUTELA.

Según el inciso 3° del mismo canon, la acción de tutela “solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

La acción de tutela es pues subsidiaria, no alternativa o supletoria de los recursos ordinarios, pues procede cuando la persona no cuenta con otros medios de defensa judicial, o cuando este sea ineficaz, o para evitar un perjuicio irremediable, como mecanismo transitorio mientras la justicia decide.

No obstante, el carácter residual de éste mecanismo de protección especial, de siempre ha reconocido la Corte Constitucional la situación de extrema vulnerabilidad y desprotección que afrontan las personas que han sufrido desplazamiento forzado como consecuencia del conflicto armado, razón por la cual ha reconocido en ellas la condición de sujetos de especial protección y en virtud de ello ha considerado procedente la acción de tutela para amparar los derechos de éste golpeado sector de la población
.
2. DEL PAGO DE LA INDEMNIZACIÓN ADMINSITRATIVA COMO VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA.
La ley 1448 de 2011, por medio de la cual “se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones” prevé en el artículo 132 la competencia del Gobierno Nacional para reglamentar “el trámite, procedimiento, mecanismos, montos y demás lineamientos para otorgar la indemnización individual por la vía administrativa a las víctimas”.
En sentencia T-386 de 2018 la Corte Constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela para solicitar el reconocimiento y pago de la indemnización administrativa de las víctimas del conflicto armado, precisó que:
“En la medida en que la indemnización corresponde a una pretensión de carácter económico, que es reconocida una sola vez y que, en principio, no se encuentra ligada a la satisfacción de necesidades básicas, por regla general, su reconocimiento y pago no impacta en la realización de garantías de naturaleza fundamental, más allá de las discusiones que pueden llegar a presentarse, por ejemplo, por la falta de respuesta a una solicitud dirigida a obtener su otorgamiento, cuando de por medio se encuentra la protección del derecho de petición; o por la omisión en el cumplimiento de los requisitos previstos para su entrega, en términos de satisfacción del derecho al debido proceso”.
3. DEL MARCO NORMATIVO DE LA INDEMNIZACIÓN ADMINISTRATIVA POR DESPLAZAMIENTO FORZADO

Previa a la expedición de la Ley 1448 de 2011, la normatividad que regulaba la atención a la población desplazada era la Ley 387 de 1997; no obstante, con la expedición de la primera disposición, se estableció en el parágrafo 1º del artículo 32 que las solicitudes entregadas a partir de la fecha de su expedición se regirían por este marco normativo con independencia de que la medida de reparación se hubiese presentado con antelación.

En ese sentido, entonces el procedimiento que debe observarse para el desembolso del pago de la indemnización administrativa es el parágrafo 2º del artículo 151 de Decreto 4800 de 2011, por medio del cual se reglamentó la Ley 1448 de 2011.

La citada norma dispone: 

“La Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas deberá orientar a los destinatarios de la indemnización sobre la opción de entrega de la indemnización que se adecue a sus necesidades, teniendo en cuenta el grado de vulnerabilidad de la víctima y las alternativas de inversión adecuada de los recursos en los términos del artículo 134 de la Ley 1448 de 2011. La víctima podrá acogerse al programa de acompañamiento para la inversión adecuada de la indemnización por vía administrativa independientemente del esquema de pago por el que se decida, sin perjuicio de que vincule al programa los demás recursos que perciba por concepto de otras medidas de reparación.

4. DEL ANÁLISIS DE DERECHOS NO INVOCADOS POR EL ACCIONANTE.
La Corte Constitucional ha sostenido que dada la informalidad de la acción de tutela, cuando el accionante no invoca expresamente la totalidad de los derechos vulnerados, el juez de tutela no solamente tiene la facultad, sino la obligación de proteger todos los derechos que según las pruebas aportadas dentro del proceso encuentre vulnerados, de conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 14 del Decreto 2591 de 1991. 

Es así, que el Alto Tribunal Constitucional ha indicado: 

"La falta de técnica jurídica en la solicitud no puede ser obstáculo para que el juez constitucional desentrañe el interés del peticionario y analice los hechos y las pruebas que surjan de la tramitación de la acción. Por esta razón la Corte Constitucional tiene establecido que es deber del juez de tutela “verificar la veracidad de los hechos narrados, apreciar las pruebas y deducir la violación de los derechos fundamentales invocados, o de otros, que también requieren protección.
”

5.  DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que “el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”, lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
En cuanto se refiere al debido proceso administrativo, la jurisprudencia constitucional ha precisado que es un derecho que tiene rango fundamental, ya que a través de él se busca que toda actuación administrativa se someta a las normas y a la jurisprudencia que regula la aplicación de los principios constitucionales.
6. CASO CONCRETO

De acuerdo con los hechos de la demanda, se percibe que el hecho que identifica el actor como constitutivo de la vulneración de sus derechos fundamentales, es la ausencia de notificación por parte de la UARIV de la existencia de un suma de dinero otorgada a título de indemnización administrativa girada a favor suyo y de su núcleo familiar.

En efecto, de acuerdo con la comunicación dirigida a Gerardo Antonio Guarumo Suárez como jefe de hogar del cual hace parte el accionante, remitida por la entidad accionada en respuesta a un derecho de petición, ésta confirma el hecho de que el monto reconocido como medida de reparación del hecho victimizante –desplazamiento forzado- fue girado y que “de acuerdo con el reporte entregado por la entidad financiera, no se realizó el cobro de la indemnización antes mencionada y, por tanto, la Unidad para las Victimas, en aras de salvaguardar los recursos por concepto de indemnización por vía administrativa, los devolvió a la Dirección del Tesoro Nacional Ministerio de Hacienda y Crédito Público”.

También advirtió la UARIV que en virtud de lo acontecido debe realizarse el procedimiento de reprogramación, para lo cual la Unidad lo contactará a través de un enlace para actualizar los datos y avanzar en el trámite.
De acuerdo con lo expuesto y en consideración a que la afirmación del actor de que la entidad accionada no le notificó a ninguno de los miembros de su grupo familiar la existencia del giro a su favor, no fue desvirtuada, pues dentro del término que tenía para pronunciarse al respecto la llamada a juicio guardó silencio, es evidente la indebida actuación de la UARIV dentro de la solicitud de indemnización administrativa elevada por el señor Gilberto Antonio Guarumo Suárez, padre del accionante y quien figura como jefe de hogar en el Registro Único de Víctimas.
Es que, si desde el año 2005 el accionante está registrado como víctima de desplazamiento, como se evidencia a folio 5 del cuaderno de primera instancia, habiendo solicitado, según el libelo inicial, la reparación por la vía administrativa en esa misma anualidad, resulta claro que para cuando su grupo familiar, encabezado por su progenitor, Gerardo Antonio Guarumo Suárez, impetró la acción constitucional que se tramitó ante el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes de Pereira, con la finalidad de conocer con exactitud la fecha en que se haría efectivo el pago de la indemnización administrativa –fl 24-, habían transcurrido 10 años, término más que suficiente para que se hubiere definido la situación del actor.
Ahora, según la demanda de tutela, la entidad informó al juez constitucional que conoció de la protección primigenia que la indemnización administrativa le sería cancelada el 16 de marzo de 2016; sin embargo pese a esa información, por espacio de dos años el actor y su familia estuvieron requiriendo el pago sin éxito hasta que el día 10 de octubre de 2018, les fue informado que los recursos que por dicho concepto había girado la entidad, fueron devueltos por falta de cobro.
Como puede observarse no existe motivo para no darle credibilidad a la afirmación del actor cuando expone que la entidad accionante no le informó de la consignación del monto girado a su favor, pues no resulta lógico que durante 13 años haya buscado el pago de la reparación administrativa y cuando ésta finalmente se encuentra a su disposición, sencillamente no la reclame.

Es así entonces que es fácil inferir que la UARIV no comunicó del desembolso al actor, requisito que era imperioso agotar, no sólo para que pudiera hacerse efectivo, sino porque el hogar beneficiado debía recibir orientación e información respecto a la opción de entrega de la indemnización y las alternativas de inversión, tal como lo prevé el parágrafo 2º del artículo 151 del Decreto 4800 de 2011, actuación que no se surtió o por lo menos de ello no da cuenta el expediente, ni se ocupó la entidad de demostrarlo.
De acuerdo con lo expuesto, resulta evidente que la entidad accionada no sólo vulneró el debido proceso como derecho fundamental y como principio general de la Ley 1448 de 2011, afectando de paso el derecho que tiene todas las víctimas a recibir “información sobre las rutas y los medios de acceso a las medidas” establecidas en dicha normatividad, tal como lo prevé el numeral 10 del artículo 28 ibídem.  
En ese orden de ideas, se revocará la decisión impugnada y en su lugar se amparará el derecho al debido proceso que le asiste el señor John Jader Guarumo Quebrada y como consecuencia se ordenará a Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, a través de la Directora Técnica de Reparaciones, doctora Claudia Liliana Melo Romero que en el término improrrogable de treinta (30) días, proceda a cancelarle el monto reconocido a título de indemnización administrativa al señor Guarumo Quebrada y a su grupo familiar encabezado por el señor Gerardo Antonio Guarumo Suárez.

En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión Labora No 3º del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira, el día 10 de diciembre de 2018.

SEGUNDO: TUTELAR el derecho fundamental al debido proceso del señor JOHN JADER GUARUMO QUEBRADA.

TERCERO: ORDENAR a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, a través de la Directora Técnica de Reparaciones, doctora Claudia Liliana Melo Romero que, en el término improrrogable de treinta (30) días, proceda a cancelarle al señor Guarumo Quebrada y a su grupo familiar encabezado por el señor Gerardo Antonio Guarumo Suárez el monto reconocido a título de indemnización administrativa.
CUARTO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito.


QUINTO: ENVIAR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Notifíquese y Cúmplase.

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES               ANA LUCÍA CAICEDO CALDERON
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